Subsidios a Transantiago, una discusión llena de errores
Cuesta encontrar una línea racional en la discusión del subsidio a Transantiago. En primer lugar porque los subsidios existentes no aparecen en la mesa. En el sistema de transporte de pasajeros existen aportes financieros permanentes del Estado que permiten contar con infraestructura vial. Pues bien, estos aportes constituyen subsidios, auque no atinemos a identificarlos como tales seguramente porque asumimos que por ser las vías públicas no se privilegia a nadie. Ese supuesto es un primer grave error: las vías son un recurso escaso, por eso hay congestión, que es utilizado por cada automovilistas mucho más que por cada usuarios del transporte público (estimo que al menos en razón de 10 a 1). Por lo tanto hay subsidios que privilegian a los automovilistas y el monto no es menor (se puede identificar en los presupuestos del MOP y del MINVU). 
En descargo, los automovilistas argumentan que pagan por ello, y con exceso, a través del impuesto al combustible. Efectivamente ese impuesto genera altos ingresos al Estado, pero convengamos que lo pagan todos, automovilistas y transporte público por igual, aunque los primeros se sientan más afectados por el hecho de que usan tecnología de mayor consumo de energía por kilómetro-pasajero. Así, un segundo error consiste en pensar que el impuesto al combustible sea injusto para los automovilistas, si lo fuese lo sería para todos.

El subsidio permanente a  Transantiago solicitado por el Gobierno se sustenta en el financiamiento al pasaje escolar. Este aporte no amerita mayor discusión ya que pretende corregir otro error muy antiguo, el de financiar un subsidio a escolares con un impuesto a los pasajeros adultos, pero no a todos los pasajeros sino solamente a aquellos que usan trasporte público. El error aquí parece provenir de un alzheimer social,  simplemente nos olvidamos de este impuesto discriminatorio y altamente regresivo.

Todo lo anterior resulta además sorprendente desde mi perspectiva técnica. Todos los análisis muestran dos elementos fundamentales a tener en cuenta: que el uso del automóvil es atractivo para los ciudadanos y, en la contratapa de ese hecho, que el uso del transporte público es socialmente eficiente. Como consecuencia de la atracción de los automóviles se observa que su adquisición y uso se correlaciona con el ingreso de la población, por lo que en nuestro camino al desarrollo no llenaremos de automóviles, congestión vial y emisiones. De la mano también viene la permanente y creciente demanda por espacio vial (baste ver qué ha pasado con las autopistas a pesar de ser pagadas) lo que no lleva a un destino conocido: hay ciudades en este planeta que llegan a ocupar más del 50% de su espacio urbano en vialidad. Más aún, estudios muestran que llegado cierto nivel del uso del automóvil, la ciudad se ha expandido de tal forma que el auto es más necesario y no hay monto de inversión en infraestructura que pueda contenga el aumento del tiempo que requiere usar la población para viajar diariamente. Para los técnicos la única forma para contener este proceso es utilizar una tecnología más eficiente, el transporte público. Este sistema es superior en el uso de todos los recursos escasos: espacio urbano, energía, aire y el uso del tiempo de todos los ciudadanos, pero es inferior en comodidad personal.
Lo anterior motivó la construcción de Transantiago, pero los argumentos aquí expuestos a modo de recordatorio parecen no hacerse tenido presentes al momento de exigirle autofinanciarse. Más aún, no hemos terminado por reconocer aún los errores mencionados más arriba: el transporte público no recibe los mismos subsidios que el automóvil pero si paga iguales impuestos al combustible; sus usuarios financian la rebaja del pasaje escolar y, lo más importante, el ahorro en recursos fundamentales (tiempo, espacio, energía y aire) definen por sí solos subsidios óptimos que debiesen contribuir a su financiamiento.

Con todo lo anterior, ¿dónde está la lógica en la discusión de los subsidios? Dejando de lado temas de política eleccionaria, parece que los argumentos se concentran en el problema de muy corto plazo asociado al fracaso en la implementación del proyecto Transantiago. Buena parte de este fracaso tiene que ver con un descuidado diseño e implementación por todos reconocido y en lento proceso de recuperación. Pero es menos reconocido que estos problemas tienen también un origen común: el autofinanciamiento, el que llevó a concebir un sistema desfinanciado y famélico desde el propio estudio del proyecto. 

Lo que realmente debería preocuparnos es cómo luchamos contra el dogma absurdo del autofinanciamiento, el que incluso a pesar de haber causado tantos estragos, permanece casi incólume en nuestras mentes. Nos hemos imaginado que el “problema” se soluciona parchando el déficit del sistema: otro profundo error. El sistema de transporte público requiere, y se justifican, niveles de subsidio bastante mayores que los discutidos en la actualidad, porque la calidad del servicio a que debemos aspirar es mucho mayor que aquella usada para diseñar Transantiago. Leamos el proyecto original y veremos que los 6.500 buses proyectados originalmente fueron calculados aceptando altos niveles de hacinamiento en el Metro y en los buses en las horas punta: hablamos de 6 personas por metro cuadrado comparado con 3 a 4 en sistemas similares en países europeos. De manera que nadie se debe sorprender al ver lo que ocurre hoy, ni debe intentar buscar explicaciones en los miles de argumentos que se han esgrimido. La realidad es simple, para mantener la tarifa y desarrollar el sistema había que reducir la calidad, y así fue. Es urgente reconocerlo de otra forma pensaremos que el “problema” se soluciona con los parches que hoy discutimos tan acaloradamente y que hacen tambalear un transporte público que aún está en la sala de urgencias. Lo que debemos tener en nuestra mente es un sistema de alta calidad, que compita con el uso del automóvil, y financiado en parte por sus usuarios y en otra por el Estado por el mérito de sus muy significativas contribuciones a la sociedad toda. Todo ello se sostiene bajo el imperio de la economía y el concepto de eficiencia en el uso de los recursos, sin mediar ni un solo argumento de equidad o de distribución de la riqueza, solamente bajo las propuestas de corregir impuestos regresivos e injustos y considerar impactos de (no tan) largo plazo. 
Es momento oportuno para que nuestros representantes políticos tomen decisiones informadas, analicen las políticas en el más largo plazo y representen los intereses de todos los chilenos, los de hoy y los de mañana.                                       
